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del aula de Informática que se había producido días antes en un colegio de Priego de Córdoba. Según 
parecía, dado que el techo ya presentaba peligro de derrumbe, el aula estaba clausurada, por lo que 
se evitaron los graves daños personales que se podrían haber causado de encontrarse el alumnado en 
dichas instalaciones.

Comprensiblemente, este suceso había indignado a los padres y madres, así como a los propios vecinos, 
añadiéndose la disputa entre las administraciones educativas autonómica y local en cuanto a la posible 
responsabilidad y en cuanto a proceder a evaluar y subsanar los daños causados.

Así, mientras que la Junta de Andalucía mantenía que en su día se procedió al arreglo de parte de la 
techumbre y el problema había surgido por el nulo mantenimiento llevado a cabo por parte del municipio, 
de ahí las filtraciones que habían podido ocasionar el derrumbe, por el contrario, la Corporación municipal 
aseguraba que fue ella la que hubo de hacer una modificación presupuestaria para poder acometer los 
correspondientes arreglos.

No obstante, lo cierto era que ambas administraciones habrían de realizar cuantas actuaciones fueran 
necesarias, tanto para investigar las causas del derrumbe, como para asumir su arreglo y acondicionamiento 
para que el alumnado, que en definitiva era el mayor perjudicado, pudiera contar con dichas instalaciones 
lo antes posible.

Por esta razón, nos dirigimos a ambas administraciones, requiriéndoles para que nos informaran de la 
causa del desplome y de las medidas que se hubieran de adoptar en orden a realizar las intervenciones 
necesarias que permitieran nuevamente el uso del aula en cuestión.

Muy recientemente hemos recibido sendas respuestas y ninguna de ellas, al menos de momento, asume 
la responsabilidad de lo ocurrido, lo que hará que nuevamente intervengamos en el asunto.

Finalmente, señalar la queja 13/1817, recogida en nuestro anterior Informe Anual. Recordar que se 
trataba de fomentar la coordinación entre la Administración autonómica y la Administración local para 
determinar la responsabilidad de cada una de ellas en el arreglo y mantenimiento de servicios de un 
colegio. El fundamento de esta demanda –que ha sido aceptada por las administraciones interpeladas- se 
basa en el artículo 4 de la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en cuanto a que los principios que han de regir 
en las relaciones interadministrativas han de ser los de lealtad institucional, la obligación de prestar la 
cooperación necesaria para el eficaz ejercicio de las competencias administrativas, solicitar y prestar 
asistencia cuando le es requerida por otra Administración para la ejecución de sus competencias, facilitar 
la información que se le requiera y, facilitar y contribuir a la toma de decisiones conjuntas en aquellos 
asuntos que así lo exijan en aras de una actividad administrativa más eficaz.

01.IV.1.5 
Convivencia en los centros escolares

Con la aprobación del Decreto 19/2007, de 23 de enero, por el que se adoptan medidas para la promoción 
de la cultura de paz y la mejora de la convivencia en los centros educativos sostenidos con fondos públicos, 
así como la Resolución de 26 de septiembre de 2007, se dotó a la comunidad educativa de un instrumento 
clave en el que habían de desenvolverse todos los programas y acciones necesarias para promover la 
convivencia pacífica en los centros educativos y detener, disminuir, y prevenir cualquier manifestación 
de violencia.

Posteriormente, tras la aprobación del reglamento orgánico de los institutos de Educación secundaria 
(Decreto 327/2010), se requería de un nuevo desarrollo normativo en el que se concretara el marco 
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específico para la elaboración del plan de convivencia de los centros, y la actualización de los protocolos 
de actuación antes mencionados, lo que vino a establecerse en la Orden de 20 de junio de 2011, sobre 
medidas para la promoción de la convivencia en los centros docentes sostenidos con fondos públicos y 
se regula el derecho de las familias a participar en el proceso educativo de sus hijos e hijas.

En 2014, se consolida la tendencia que desde entonces se viene observando por esta Institución en cuanto 
a la disminución progresiva del número de quejas referidas a supuestos de acoso que se producen en el 
ámbito educativo. De este modo, las reclamaciones más frecuentes se refieren a discrepancias con las 
medidas disciplinarias impuestas en el contexto de los expedientes que atañan a conductas contrarias 
a las normas de convivencia de los centros docentes.

En cuanto a las quejas relativas a supuestos graves de violencia y presuntos casos de acoso escolar, hemos 
de aludir a la queja 14/76, en la que la interesada nos trasladaba su comprensiva preocupación porque 
su hijo había sido víctima de varias agresiones físicas que podrían haber sido muy graves, por parte de un 
compañero. Según señalaba, por el equipo directivo del centro docente se le había informado de que el 
presunto agresor padecía síndrome de asperger (en tratamiento psicológico), si bien el colegio no contaba 
con los recursos que serían necesarios para poder dar un trato adecuado a dicho alumno, por lo que, 
hasta el momento, tan sólo había sido posible la aplicación de las normas de convivencia del centro y la 
adopción de las medidas educativas legalmente previstas.

En opinión de la interesada –lo que compartíamos- no solo resultaba necesario garantizar la integridad 
física y emocional de su hijo, sino la del resto de compañeros y compañeras, a los que también había 
llegado a amenazar con agresiones similares a las protagonizadas.

Del informe enviado por la Delegación Territorial de Sevilla se deducía que el centro había adoptado una 
serie de medidas conducentes a evitar cualquier tipo de incidentes, habiendo informado de las mismas 
a las respectivas familias. Se había insistido en la necesidad de extremar la observación y vigilancia 
del alumnado en los cambios de clase de manera que siempre hubiera un profesor presente en esos 
momentos, así como en los periodos de recreo en los que pueden darse situaciones de menor control.

Respecto al alumno agresor, efectivamente, se encontraba escolarizado conforme a la propuesta recogida 
en su dictamen de escolarización, y era objeto de tratamiento por el centro, en base a las orientaciones 
que se indicaban en su informe de evaluación psicopedagógica. Asimismo, en cuanto a las sanciones 
impuesta, el director había ejercido la competencia que le atribuye el Decreto 327/2010, teniendo en cuenta 
las condiciones personales del alumno. Concluía el informe señalando que se realizaría un seguimiento 
de las actuaciones llevadas a cabo por el colegio, y se comprobaría el progreso de la situación.

Ofrecimos la posibilidad a la interesada de que nos pusiera en conocimiento de cualquier otro episodio 
que pudiera ocurrir. Sin embargo, no volvimos a tener noticias suyas, entendiendo que las medidas que 
se adoptaron dieron los resultados positivos que se pretendían.

Por último, mencionar que también hemos podido atender a quejas que se referían al cuestionable 
comportamiento de algún docente en el ejercicio de sus funciones, como en la queja 14/2790, en la que 
se requería nuestra colaboración a efectos de que se investigara la presunta agresión que había sufrido 
el hijo del reclamante. En este caso, fuimos informados de que, investigados los hechos denunciados 
por parte del servicio de inspección y, comprobada la veracidad de los mismos, se procedió a imponer la 
sanción correspondiente, de manera que al docente agresor se le había suspendido de empleo y sueldo 
por el tiempo que establecía la norma.


